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1. Introducción 
 
Las prioridades de las políticas públicas que se están incluyendo en el Presupuesto de la Administración 
Pública Nacional para el Ejercicio 2017 responden a los lineamientos del Plan de Gobierno sostenido por el 
proyecto político que conduce la acción del ESTADO NACIONAL desde el inicio del actual período 
presidencial, en diciembre de 2015. Con estas políticas se busca generar las condiciones necesarias para 
lograr el desarrollo del país a través de la generación de empleo y la reducción de la pobreza; reforzar la 
legislación y tomar las medidas necesarias para combatir el narcotráfico y mejorar la seguridad de los 
ciudadanos; y fortalecer las instituciones republicanas y la convivencia ciudadana a través de reformas que 
aumenten la transparencia, la independencia y la búsqueda de consensos en los poderes del Estado. Los 
múltiples objetivos de gobierno se alcanzarán a partir de programas que pueden atravesar el presupuesto 
de más de una jurisdicción.  
 
Las políticas presupuestarias para el Ejercicio 2017 referidas a la política social, seguirán siendo la prioridad 
del Gobierno Nacional, con el objetivo de avanzar hacia “Pobreza Cero”. Para esto, se seguirá 
extendiendo la asistencia del Estado y ampliando el alcance de sus políticas sociales. Las mismas se ven 
concretadas, tanto a través de subsidios directos como asignaciones familiares, pensiones no contributivas, 
becas y otras asistencias, como por intermedio de subsidios indirectos, especialmente en materia de 
transporte, energía y gas, que se traducen en menores tarifas para los usuarios.  
 
Uno de los focos principales de los esfuerzos del Gobierno Nacional continuará siendo el apoyo a la niñez. 
El Plan Nacional de Primera Infancia, lanzado a principios de 2016 por el Gobierno Nacional, busca 
asegurar el crecimiento y el desarrollo saludable de los niños y niñas de 45 días a 4 años y combatir la 
desnutrición infantil. Para ello, se puso en marcha la apertura de Centros de Primera Infancia en distintas 
ciudades del país y Espacios de Prevención y Atención para la Desnutrición en el norte del país. Los 
Espacios de Primera Infancia están destinados a la estimulación temprana y el cuidado de los chicos. Para 
que los niños puedan continuar con su desarrollo es fundamental que ingresen al sistema educativo desde 
sus primeros años. Estadísticas del Censo 2010 indican que existen en la REPÚBLICA ARGENTINA 
638.000 niños y niñas de 3 a 5 años sin escolarizar. Para ello, la universalización de la educación desde los 
3 años es un paso importante para la inclusión de los niños al sistema educativo, cuyo primer paso 
significativo ocurrirá en el Ejercicio 2017. En esta dirección, se buscará avanzar en la construcción de 3.000 
jardines para el año 2019. Se priorizará también la Educación primaria y secundaria, por considerarla la 
mejor manera de igualar oportunidades. Por ello se incluye en el presupuesto la mejora de la calidad y el 
acceso a la educación en toda la REPÚBLICA ARGENTINA. 
 
La Asignación Universal por Hijo (AUH) continuará siendo la garantía de un piso mínimo de ingreso para 
los niños de todo el país. Actualmente alcanza a 3,85 millones de niños y el Gobierno Nacional espera 
crecer en el tamaño de dicha cobertura. Distintos estudios estiman que existe alrededor de un millón de 
niños que, a pesar de cumplir con los requisitos legales, no perciben la AUH, por una variedad de razones. 
El ESTADO NACIONAL se ha comprometido a ir a buscar a estos niños y empezar a brindarles el beneficio 
que se merecen. En el caso de la Asignación Universal por Hijo (AUH) y por Embarazo (AUE) en diciembre 
de 2015 se agregó a la prestación un monto compensatorio por única vez de $400. Asimismo, se otorgó en 
mayo de 2016 una suma de $500. A partir de marzo de 2016 se permite la simultaneidad entre la AUH y 
otros programas provinciales y municipales.  
 
Para los hijos de trabajadores con ingresos formales, la decisión del Gobierno Nacional es continuar la 
implementación de la expansión del régimen de Asignaciones Familiares. En el presente ejercicio se llevó 
la cobertura del Estado a más niños y nuevas familias. Todos los hijos de familias con ingresos de hasta 
60.000 pesos mensuales pasaron a estar cubiertos por el régimen de Asignaciones Familiares, Asignación 
por Hijo con Discapacidad y Ayuda Escolar. La elevación del tope amplió la cantidad de niños que reciben 
Asignaciones Familiares a 4,1 millones de beneficios. Sumado a esto, la incorporación de los trabajadores 
temporarios a este régimen permite que los hijos de 200.000 trabajadores puedan estar cubiertos a lo largo 
de todo el año más allá de los meses en los que estén en actividad. Esto implica que para sus hijos el piso 
mínimo de ingreso está garantizado más allá de que durante algunos meses no presenten actividad laboral. 
Por otro lado, en otro paso hacia el Ingreso Universal a la Niñez, los hijos de Monotributistas también fueron 
incluidos en las Asignaciones Familiares. Son 514.000 niños y sus familias que a partir de ahora están 
comprendidos en la cobertura del Estado. 
  
Los programas de transferencia de ingresos continuarán siendo una herramienta esencial para el 
combate de la pobreza y asegurar un ingreso mínimo a quienes más lo necesiten. Así como se sostiene y 
amplía el alcance de la Asignación Universal por Hijo, también continúan programas precedentes de 
transferencia de ingresos como “Argentina Trabaja” y “Ellas Hacen”. En el caso de los programas Argentina 
Trabaja y Ellas Hacen y las Pensiones no Contributivas (PNC) se incrementó un 20% los montos de los 
beneficios, como así también, los programas de empleo ejecutados por el Ministerio de Trabajo, Empleo y 



Seguridad Social. Los beneficiarios de PNC recibieron asimismo una suma de $500 en mayo de 2016. El 
principal criterio para el desarrollo de políticas sociales es orientar los esfuerzos del ESTADO NACIONAL 
hacia aquellos sectores que más lo necesiten. En ese sentido, la sanción por Ley de la Devolución del IVA 
para Jubilados, Pensionados y Beneficiarios de Asignación Universal por Hijo y por Embarazo destina la 
ayuda del Estado específicamente a los sectores de menores recursos, con su consiguiente esfuerzo 
presupuestario. 
 
En materia previsional, el Estado se ha comprometido en 2016 a un esfuerzo histórico de reparación, al 
determinarse a culminar con la estafa de décadas que distintas administraciones venían haciendo con 
generaciones de jubilados. El Programa Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y 
Pensionados saldará las deudas con los jubilados que tengan o no reclamos sobre la liquidación de sus 
haberes, actualizará los haberes jubilatorios de más de dos millones de jubilados y pensionados y calculará 
de una manera más ventajosa los haberes de los nuevos jubilados. 
 
Por otra parte, el salario mínimo establecido en el marco del Consejo Nacional del Empleo, la 
Productividad y el Salario Mínimo Vital y Móvil, recibirá un incremento del 33% en tres etapas: del valor 
inicial en 2016 de $6.060 pasará a $6.810 en junio, a $7.560 en septiembre y a $8.060 a partir del mes de 
enero de 2017. Esto lleva la pauta mínima salarial que debe percibir un trabajador en la REPÚBLICA 
ARGENTINA por una jornada de 8 horas a $8.060 en un proceso incremental gradual iniciado en junio de 
2016. En este sentido, el Estado dispone también de herramientas para acompañar a los trabajadores en la 
transición entre un empleo y otro. Una de ellas es el Seguro de Desempleo, que después de la actualización 
realizada en 2016, la primera en 10 años, tuvo un incremento del 650%, pasando a partir de junio la 
prestación máxima de $400 a $3.000. 
 
En el camino para que cada familia pueda acceder a una vida digna se contempla en la elaboración del 
presupuesto para el siguiente ejercicio el desarrollo del Plan Nacional de Vivienda. En este marco, el 
objetivo es ofrecer una solución para cada tipo de familia, desde las más vulnerables hasta las de clase 
media. El plan prevé la construcción de 120.000 viviendas y la entrega de 175.000 créditos subsidiados, que 
incluyen los créditos de PROCREAR, en los próximos tres años. También se contempla la urbanización de 
asentamientos, la entrega de microcréditos para refacciones y la escrituración de viviendas para aquellas 
familias que cuentan con su casa no con el título de propiedad. Se trata de un proyecto que abarcará todo el 
período de la gestión con avances constantes en todo el país. 
 
Otra de las inversiones orientadas a mejorar la calidad de vida de las personas tiene que ver con el acceso 
a los servicios básicos. El presupuesto 2017 contempla el desarrollo del Plan Nacional de Agua, que en el 
período 2016-2019 busca extender las redes de cloacas y agua potable a todo el país. Se trata de una 
iniciativa que al mismo tiempo implica la generación de 500.000 puestos de trabajo distribuidos en toda la 
geografía nacional. Como se mencionó anteriormente, a la hora de administrar el presupuesto la prioridad 
es orientar los aportes del Gobierno Nacional a quienes más lo necesitan. Es por eso que la Tarifa Social 
Federal orienta los subsidios al transporte, el agua, el gas y la electricidad a aquellas personas vulnerables 
o de escasos recursos en lugar de destinarlos a las empresas proveedoras de dichos servicios. 
 
El cuidado de la salud es un aspecto fundamental del desarrollo humano. Es por eso que en la elaboración 
del presupuesto para el Ejercicio 2017 se prevén fondos para desarrollar acciones y proyectos orientados a 
los tres ejes centrales del área, que son garantizar el acceso a los servicios esenciales de salud a toda la 
población, mejorar la eficiencia del sistema de salud optimizando e integrando a los distintos subsectores 
para reducir la segmentación y la fragmentación, y asegurar altos estándares de calidad en la provisión de 
servicios de salud. Durante el Ejercicio 2017, se espera la ampliación de la Cobertura Universal de Salud, 
que dará paulatinamente cobertura formal de salud a los 15 millones de argentinos que hoy no tienen otro 
tipo de cobertura que no sea la pública. La Cobertura Universal de Salud reorganizará el sistema de salud 
para hacer de éste uno más armónico y eficiente, y que permita brindar medicamentos y servicios de 
calidad a los que más los necesitan, sin pasar por dificultades financieras. 
 
Con el Plan Belgrano, buscamos saldar la deuda histórica que el país tiene con las provincias del norte, 
llevando adelante el plan social, productivo y de infraestructura más ambicioso de la historia argentina. En el 
marco del Plan, invertiremos en obras de infraestructura de transporte, reactivando los Ferrocarriles 
Belgrano y Mitre y recuperando el transporte de pasajeros, transformando en autopistas las rutas 9 y 34 y 
repavimentando y realizando obras en cientos de kilómetros de rutas nacionales. Vamos a conectar a las 
redes de agua potables y de gas a 1,7 millones de hogares en los próximos tres años. También, en el marco 
de nuestro objetivo de Pobreza Cero, se construirán Espacios de Primera Infancia y jardines de infantes en 
las diez provincias del norte, así como viviendas sociales. 
 
En cuanto a las políticas presupuestarias para el Ejercicio 2017 referidas a la política energética, ésta 
requiere importantes inversiones tanto públicas como privadas. El país enfrenta una situación compleja 



desde el punto de vista energético. Actualmente, casi un tercio de la demanda de energía en el país debe 
ser satisfecha a través de importaciones. El objetivo de la administración actual es alcanzar la seguridad 
energética. Esto significa tener la posibilidad de acceder a energía variada, disponible, a precios razonables 
pero a la vez con una matriz energética que contribuya a mitigar el impacto de la acción humana en el 
cambio climático. En esta línea, en 2016 se reglamentó la Ley N° 27.191, que aumenta paulatinamente los 
objetivos de participación de las energías renovables en la matriz energética argentina hasta llegar a un 
20% en el año 2025. En este marco, se lanzó el programa RenovAr, que comprende un conjunto de 
incentivos para la diversificación de la matriz energética. Entre ellas, exenciones impositivas y la creación de 
un Fondo de Desarrollo de Energías Renovables (FODER). 
 
Otro componente importante de la política energética que el Gobierno está llevando adelante es la 
reasignación de subsidios y una restructuración del sistema de precios. Por un lado, se inició un progresivo 
paso, de subsidiar a la oferta a subsidiar a la demanda. Hasta 2016, los subsidios eran asignados de forma 
indiscriminada y costosa para el Estado. La política de precios artificialmente bajos para el consumo de 
energía había generado un gran aumento en el consumo y una caída en la producción. Con la reasignación 
de subsidios y la reestructuración del sistema de precios se apunta a que reciban los subsidios quienes no 
pueden pagar por el servicio, a brindar estímulo a la inversión en generación y distribución de energía y a 
generar conciencia sobre el valor real de la energía, a fin de alentar su ahorro. 
 
La reforma en el cuadro tarifario forma parte de un proceso transitorio iniciado en 2006, con la 
renegociación de contratos de servicios públicos. Los marcos regulatorios de gas y electricidad, cuyo 
cumplimiento era muy precario hasta el cambio de gobierno, implican la necesidad de una reforma integral 
de los esquemas tarifarios, que fue compromiso del Gobierno llevar a cabo durante 2016. Las reformas 
transitorias iniciadas en estos meses sobre el cuadro tarifario ponen especial cuidado en proteger a la 
población más vulnerable de los aumentos en los precios de los servicios. De esta forma, 3,2 millones de 
hogares reciben la tarifa social de electricidad y 3,9 millones tienen acceso a la de gas, por vía del subsidio 
al gas natural de red o del gas licuado de petróleo en garrafas. 
 
Uno de los pilares de la política pública de este gobierno es la inversión en el sistema de transporte. 
Durante el año 2016 se reactivaron grandes proyectos de infraestructura vial poniendo de manifiesto la 
importancia que tiene para el Gobierno Nacional la inversión en infraestructura, factor fundamental para 
mejorar la competitividad de la economía, alentar su crecimiento y la generación de empleo y oportunidades 
productivas. En materia de infraestructura de transporte, nuestro país arrastra una desinversión de mucho 
tiempo, que se evidenció en crecientes costos para la logística de la producción de las economías 
regionales, y una creciente incidencia de los siniestros viales. El Gobierno se puso como meta construir 
2.800 kilómetros de autopistas en cuatro años, lo cual significa duplicar en cuatro años la extensión de 
autovías en el país, y mejorar el estado de decenas de miles de kilómetros de rutas en situación precaria.  
 
El Gobierno también planea mejorar el servicio de transporte de pasajeros urbano, lo cual implica un caudal 
significativo de inversión pública en infraestructura. En lo que hace a los ferrocarriles urbanos, se diseñó un 
plan de mejora que comprende una batería de inversiones. Se planificaron cambios en el tendido vial, el 
señalamiento, la accesibilidad de estaciones, electrificación de ramales diesel y renovación de flotas. 
Además, se lanzó uno de los planes de infraestructura urbana más importantes de que se tenga registro: la 
Red de Expresos Regionales, que agilizará el transporte de millones de pasajeros y descomprimirá el 
tránsito en superficie. Las obras de transporte de pasajeros urbanos también incluirán intervenciones en 
corredores importantes de tránsito en el conurbano bonaerense. Se repararán calzadas para mejorar la 
circulación de colectivos, se implantarán refugios seguros y veredas para mejorar su espera, se mejorará la 
iluminación en estos corredores y se pavimentarán todas las calles de tierra por donde aún circulan 
colectivos. Estas intervenciones, en un total de 45,8 kilómetros, tendrán lugar en 10 municipios 
bonaerenses. También se inició un ambicioso plan de inversiones en el Ferrocarril Belgrano Cargas, para 
reducir los altos costos de transporte que enfrentan las economías regionales del Norte argentino. El 
transporte es un área donde la inversión pública incide de forma directa sobre la competitividad, el 
crecimiento de la economía y el desarrollo del país. Tras años de desinversión, el plan de inversiones en 
transporte que diseñó el Gobierno Nacional supone un gran flujo de recursos hacia un sector clave. 
 
En relación con la obra pública y vivienda, a los efectos de lograr el acceso a una vivienda digna a la 
población, se prevé fomentar políticas de construcción de viviendas, diseño de programas de créditos 
hipotecarios, que no necesariamente tendrán costo presupuestario. Paralelamente se continuará el 
Programa PROCREAR con los ajustes necesarios para lograr una mayor eficiencia del mismo.  
 
La política de desarrollo económico tiene uno de sus focos principales en la apuesta por las pequeñas y 
medianas empresas (PyMEs). Para ello se han tomado en el presente ejercicio una serie de medidas de 
alivio fiscal y a partir del 1° de junio de 2016, las PyMEs empezaron a liquidar el IVA cada 90 días en lugar 
de los 30 días habituales. Esto les permite tener una capital de trabajo extra de $ 5.000 millones. De este 



modo el 70% de las PyMEs pasaron a recibir en forma automática un certificado de no retención del IVA. 
Además se elevaron los umbrales de retención de IVA y ganancias que no se actualizaban desde el año 
2000. Por otro lado las PyMEs pasaron a tener un plazo de 365 días para liquidación de divisas de 
exportación. Esta medida impactará directamente en las PyMEs agroexportadoras y en las economías 
regionales. Esto quiere decir que en apenas unos pocos meses esta administración ya se hizo más por las 
empresas pequeñas que en mandatos completos de administraciones anteriores. Además, el Banco de 
Inversión y Comercio Exterior (BICE) ideó la línea "Mi primer Crédito" para todas las PyMEs que nunca 
accedieron al financiamiento. La línea de inclusión financiera es para micro y pequeñas empresas y supone 
un monto disponible de casi $ 7.000 millones. Además, el ESTADO NACIONAL quiere promover mediante 
un paquete legislativo la producción mediante la deducción del 8% de la inversión de las PyMEs sobre el 
impuesto a las ganancias con un tope del 2% de las ventas.  
 
En la agroindustria apuntamos a reimpulsar un sector relegado durante muchos años, tanto por su 
importancia estratégica como por su capacidad de generar empleo. Tenemos como norte metas productivas 
hacia 2020 que apuntan a aumentar la productividad, la superficie y el stock radicalmente pasando a 
producir alimentos para 600 millones de personas, lo que a su vez implica un aumento de la producción de 
alimentos de un 2% anual. De este modo se busca fortalecer el crecimiento del sector en forma sostenible, 
asegurando el cuidado del capital natural, aumentando el valor agregado del sector, fomentando la 
instalación de nuevas industrias y posicionando a la REPÚBLICA ARGENTINA como proveedor confiable 
de productos y servicios agroindustriales. Además buscamos fomentar las economías regionales, 
contribuyendo al desarrollo local y a la seguridad alimentaria. Por eso se bajaron retenciones a distintos 
productos para favorecer las economías regionales y para impulsar la producción y la inversión genuina. 
Apuntamos a proteger la industria láctea, muy golpeada en estos años con el cierre de miles de tambos y 
por el límite a las exportaciones de la administración anterior que desfinanció el sector. También buscamos 
promover la industria de la carne. Durante años mientras que otros países se dedicaron a aumentar la 
producción y la exportación el país se estancó limitando sus exportaciones y reduciendo sus cabezas de 
ganado, perdiendo terreno en el mercado mundial frente a países como Brasil y Uruguay.  
 
En el ámbito de la política de telecomunicaciones, presentamos el Plan Federal de Internet, que llevará 
internet de calidad a más de 1.100 localidades del país en un plazo de dos años, conectando a éstas 
localidades a través de ARSAT a la Red Federal de Fibra Óptica. De este modo, reduciremos la brecha 
digital entre los pequeños y grandes centros urbanos del país, y garantizaremos las mismas oportunidades 
a todos los argentinos para educarse, informarse y producir, incorporando las nuevas tecnologías. 
 
El desarrollo de la ciencia y de la tecnología es una prioridad para los próximos años y por eso es que 
continuaremos fortaleciendo las políticas de innovación productiva y sustentable, con el objetivo de 
incrementar tanto la competitividad de nuestra economía como la calidad de vida de los argentinos. En esta 
dirección, buscaremos aumentar la transferencia de tecnología al sector productivo y social, así como 
fortalecer el sistema científico tecnológico. La iniciativa de Proyectos Estratégicos permitirá impulsar la 
investigación y desarrollo de proyectos en temáticas como las tecnologías satelitales, la urbanización de 
asentamientos, los superalimentos, la acuicultura y la agricultura de precisión. Con el Plan Espacial, vamos 
a fortalecer las actividades espaciales a través de la exploración y observación terrestre, el desarrollo de 
proveedores de componentes, la atracción de inversiones y la promoción de exportación de información 
satelital y satélites. 
 
El Plan Nacional de Turismo es un aliado fundamental para alcanzar nuestro gran objetivo de la Pobreza 
Cero. En estos próximos 4 años buscamos crear 300 mil nuevos empleos y a trabajar para que la 
REPÚBLICA ARGENTINA se convierta en el principal destino turístico de la región. Vamos a impulsar sitios 
no tradicionales que tienen un enorme potencial. Lugares que son una gran oportunidad para miles de 
familias que pueden vivir del turismo. Pero para que el turismo pueda seguir expandiéndose no solo 
debemos generar el clima necesario para que continúen las inversiones privadas sino también contribuir 
desde el Estado a construir mejores rutas, trenes, accesos, e infraestructura en general. 
 
La lucha contra el narcotráfico es un eje de la política de seguridad y se prevén en el presupuesto 
importantes inversiones en prevención y seguridad. En este sentido se busca mediante acciones como el 
programa “barrios seguros”, cuyo objetivo principal consiste en reducir presencia de la criminalidad y la 
violencia en los barrios, distintas coordinaciones a nivel nacional, local y con otros poderes del Estado 
mediante articulación interministerial para la prevención. Además, otro factor importante es el mercado y el 
desarrollo económico en estos barrios postergados. Por eso habrá un abordaje desde el mercado de 
trabajo, desde el sistema educativo y con acuerdos con el mercado. La intervención se dará en tres etapas: 
diagnóstico y planificación estratégica, intervención y permanencia. Y a los seis meses se retirarán las 
fuerzas policiales y de seguridad y se transferirá el programa al ámbito provincial. La intervención se dará 
en 100 barrios en todo el país. 
 



En el ámbito de las políticas de defensa, se fortalecerán las políticas de modernización de la formación y 
de la capacidad operativa de las fuerzas armadas. En lo que concierne a la lucha contra el narcotráfico, se 
promoverá la colaboración de las fuerzas armadas en el marco de lo permitido por la ley, en el apoyo 
logístico del control del aire con aviones y radares. También se potenciarán las capacidades de asistencia y 
de respuestas para casos de emergencias y se continuará apoyando la participación argentina en la 
Antártida y en misiones de paz. 
 
Por otra parte, el desarrollo de una administración pública moderna, transparente y profesional 
implica la inversión en proyectos que pongan al Gobierno Nacional y sus organismos al servicio de los 
ciudadanos. Es por esto que el presupuesto para el año 2017 incluye fondos para el desarrollo de proyectos 
que avancen hacia la digitalización y simplificación de los procesos de la administración pública y para la 
atención al ciudadano.  
 
El Plan País Digital busca promover la inclusión del uso de la tecnología en gobiernos provinciales y 
municipales de todo el país, prestando servicios digitales de alta calidad. Al mismo tiempo, se busca 
promover el desarrollo y la utilización de productos y servicios modernos en la relación entre el Estado y los 
ciudadanos de todo el país. Se apunta a impulsar provincias y municipios interconectados entre sí, trámites 
en línea y a distancia, plataformas web inclusivas, empleados públicos capacitados en nuevas tecnologías y 
portales de datos abiertos de la gestión, entre otros proyectos. De esta forma, se busca promover 
municipios más ágiles, más transparentes, más cercanos y más comprometidos, con la convicción de que el 
Estado tiene que estar al servicio de la gente para resolver sus problemas concretos haciendo uso de los 
beneficios y oportunidades que ofrece la tecnología. 
 
Con la Reforma Electoral, proponemos que se incorpore la Boleta Única Electrónica, que brindará mayor 
seguridad al voto de los ciudadanos y aumentará la transparencia democrática. De este modo, se dará 
mayor agilidad al proceso de elecciones, preservando la inmediatez del voto ciudadano y evitando el robo 
de boletas. 
 
En el terreno de las relaciones internacionales, se continuará con el fortalecimiento de las políticas que 
permitan posicionar a la REPÚBLICA ARGENTINA como miembro constructivo de la comunidad 
internacional, construyendo lazos para los temas de la agenda global que se alineen con las prioridades del 
gobierno, defendiendo el sistema democrático, el respeto de los derechos humanos y la lucha contra el 
narcotráfico en el sistema internacional, y construyendo relaciones maduras con los países vecinos y otros 
miembros de la comunidad global. Además, se buscará promocionar las inversiones. El turismo y el 
comercio exterior, promoviendo la participación del país en ferias y fomentando las políticas de cooperación 
internacional. 
 



2. Los supuestos macroeconómicos 
 
Las proyecciones de las principales variables macroeconómicas, según las cuales es confeccionado el 
Presupuesto 2017, son las que se presentan a continuación. 
 

PIB Consumo Total Inversión Exportaciones Importaciones

2014 Millones de $ corrientes 4.608.745 3.735.008 739.707 659.838 641.132
2015 Millones de $ corrientes 5.838.544 4.902.172 911.185 645.616 693.269
Variaciones reales (%) 2,4% 5,3% 5,5% -0,4% 5,5%
Variaciones nominales (%) 26,7% 31,2% 23,2% -2,2% 8,1%
Variación (%) Precios implícitos 23,7% 24,7% 16,7% -1,7% 2,5%
2016 Millones de $ corrientes 7.887.532 6.568.384 1.257.214 1.079.128 1.203.624
Variaciones reales (%) -1,5% -0,9% -3,5% 6,9% 10,2%
Variaciones nominales (%) 35,1% 34,0% 38,0% 67,1% 73,6%
Variación (%) Precios implícitos 37,2% 35,2% 43,0% 56,4% 57,5%
2017 Millones de $ corrientes 9.749.993 8.117.154 1.723.620 1.402.963 1.591.637
Variaciones reales (%) 3,5% 3,5% 14,4% 7,7% 9,8%
Variaciones nominales (%) 23,6% 23,6% 37,1% 30,0% 32,2%
Variación (%) Precios implícitos 19,4% 19,4% 19,8% 20,7% 20,4%
2018 Millones de $ corrientes 11.536.162 9.571.776 2.176.069 1.752.882 2.037.163
Variaciones reales (%) 3,5% 3,6% 9,5% 6,0% 8,4%
Variaciones nominales (%) 18,3% 17,9% 26,2% 24,9% 28,0%
Variación (%) Precios implícitos 14,3% 13,9% 15,3% 17,8% 18,1%
2019 Millones de $ corrientes 12.954.023 10.749.994 2.554.969 2.039.997 2.447.945
Variaciones reales (%) 3,5% 3,7% 7,6% 5,2% 8,5%
Variaciones nominales (%) 12,3% 12,3% 17,4% 16,4% 20,2%
Variación (%) Precios implícitos 8,5% 8,3% 9,1% 10,6% 10,8%  

 
La caída del PIB de 1,5% para el año 2016 se explica por una contracción del consumo y de la inversión, en 
conjunción con el aporte negativo de parte de las exportaciones netas. Para los próximos años se espera 
que las medidas adoptadas durante el inicio de la actual gestión, tendientes a ordenar la macroeconomía en 
paralelo con la eliminación de las distorsiones que afectaban la eficiente asignación de recursos 
productivos, redunden en una mejora de la capacidad productiva de la economía, tanto de mediano como 
de largo plazo. Por ende, la economía mejorará su tasa de crecimiento potencial convergiendo el 
crecimiento observado a tasas del orden del 3,5% interanual.  
 
Consistentemente, esta senda de crecimiento planteada es explicada por un crecimiento sostenido de la 
inversión, lo cual dinamiza las importaciones vinculadas al aparato productivo. A su vez, se espera que los 
sectores más dinámicos y competitivos de la economía generen mayores exportaciones de bienes y 
servicios, logrando una mayor integración a los mercados internacionales. En tanto, el consumo total 
crecerá de la mano de la mejora del poder de compra resultante de una senda decreciente y conocida de 
inflación.  
 

2015 2016 2017 2018 2019
Tipo de Cambio nominal $/U$S (promedio) 9,66 14,99 17,92 21,21 23,53

Variación anual del Deflactor del PIB (promedio) 23,9% 37,0% 19,4% 14,3% 8,5%

Variación anual del Deflactor del Consumo Total (promedio) 24,7% 35,2% 19,4% 13,9% 8,3%

Variación anual IPC INDEC -Metas- - - 12%-17% 8%-12% 3,5%-6,5%

Variación anual IPIM (promedio) - - - 15,4% 9,2%

Exportaciones FOB (millones de dólares) 56.788 58.326 64.278 68.880 73.919

Importaciones CIF (millones de dólares) 59.757 58.972 66.144 72.680 78.848

Saldo Comercial (millones de dólares) -2.969 -646 -1.866 -3.800 -4.929  
 
El compromiso de las autoridades políticas de generar una senda decreciente de déficits fiscales brindará 
los grados de libertad requeridos para implementar un programa de metas de inflación que dote de 
previsibilidad a la dinámica futura del conjunto de precios de la economía. Por ello, se espera que la 
inflación desciendan gradualmente, cada año dentro de la ventana de valores máximos y mínimos fijados al 
momento de anunciarse el desmantelamiento del cepo cambiario, hasta alcanzar una tasa de crecimiento 
interanual del IPC INDEC en el rango de la meta 3.5%-6.5% para el año 2019. 



3. La estimación de recursos tributarios 
 
La recaudación de impuestos nacionales y de aportes y contribuciones de la seguridad social alcanzará en 
el año 2017 los $2.532.186,9 millones de pesos, por lo cual será 26,8% superior a la estimada para el año 
2016. En términos del PIB llegará a 25,97%, aumentando respecto del año anterior. 
 
La suba estimada en la recaudación nominal se explica, principalmente, por los aumentos proyectados en la 
actividad económica, el comercio exterior, la remuneración imponible y los precios y por las mayores 
ganancias obtenidas tanto por las sociedades como por las personas físicas. En el mismo sentido, incidirán 
la continuidad en la  mejora del grado de cumplimiento de las obligaciones tributarias y los ingresos 
correspondientes a los regímenes de facilidades de pago.  
 
Del total recursos, $1.638.582,5 millones corresponderán a la Administración Nacional. El monto que 
financiará a la Nación será  25,2%  superior al que ingresará en el año 2016.  
 
Los ingresos originados en el impuesto a las Ganancias llegarán en el año 2017 a los $543.132,1 millones, 
lo que significará una suba de 27,9% respecto del año anterior. En términos del PIB la recaudación será de 
5,57%. La variación de los ingresos se explica, por las subas proyectadas en los niveles de actividad 
económica, precios, remuneraciones e importaciones -que se manifestarán a través de la mayor 
recaudación proveniente de los regímenes de retención y percepción -, por el crecimiento de los impuestos 
determinados en los períodos fiscales 2015 y 2016 - que implicará un aumento en los pagos por anticipos- y 
por los mayores ingresos correspondientes a los regímenes de facilidades de pago. También incidirá en 
forma positiva en la comparación, las compensaciones y devoluciones efectuadas en el año 2016 por las 
percepciones abonadas en carácter de pago a cuenta, tanto por las personas físicas como por las 
sociedades, por los consumos realizados en el exterior con tarjetas de crédito y débito, por la adquisición de 
servicios turísticos y pasajes con destino fuera del país y por la compra de moneda extranjera para turismo y 
tenencia en el país, durante el año 2015. En sentido contrario, la recaudación del año 2017 se verá afectada 
por el efecto pleno de la eliminación de la retención con carácter de pago único y definitivo sobre los 
dividendos, y por los beneficios otorgados en la ley 27.264 a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas. 
 
La recaudación del impuesto al Valor Agregado, neta de reintegros a las exportaciones, se incrementará 
26,5% respecto del año 2016, alcanzando los $729.366,3 millones. En términos del PIB, registrará un 
aumento, pasando de 7,31% a 7,48%. El aumento en el consumo nominal es la principal razón de la 
variación de la recaudación. También incidirán en forma positiva, los mayores ingresos provenientes de los 
regímenes de facilidades de pago.  
 
Los recursos originados en los impuestos Internos Coparticipados serán de $67.347,3 millones, subiendo 
42,5% con respecto al año anterior. Las variaciones esperadas en las ventas nominales de los productos 
gravados y el efecto pleno de la suba de la alícuota sobre los cigarrillos explican este incremento. 
 
La recaudación del impuesto sobre los Bienes Personales disminuirá 41%, por lo que será de $11.295,7 
millones. Esta baja se explica por el aumento del mínimo a partir del cual se debe pagar el impuesto, por la 
sustitución del mínimo exento por un mínimo no imponible, por la modificación de las alícuotas y por la 
exención del impuesto para los contribuyentes cumplidores.  
 
Los ingresos estimados por el impuesto sobre la Naftas serán de $40.699,8 millones, lo que significará un 
alza de 23,1% respecto del año 2016. La recaudación del impuesto sobre el Gas Oil y otros combustibles 
presentará un incremento de 25,2%. En ambos casos, las variaciones serán, principalmente, la 
consecuencia de los aumentos proyectados en las ventas nominales. 
  
Los recursos provenientes de los impuestos que gravan el comercio exterior –Derechos de Importación y 
Exportación y Tasa de Estadística- llegarán a $186.411,5 millones, monto que será 38,2% superior al 
obtenido en el año 2016. Los aumentos estimados en las importaciones, las exportaciones del complejo 
soja y el tipo de cambio nominal son las principales causas de la suba de estos gravámenes.  
 
La recaudación del impuesto sobre los Créditos y Débitos alcanzará a $164.933.2 millones, registrando un 
alza de 24,9% con relación a la del año anterior, que reflejará, básicamente,  el aumento en el monto de las 
transacciones bancarias gravadas.  
  
Los Aportes y Contribuciones a la Seguridad Social crecerán 24% como producto de los aumentos 
esperados tanto en los salarios nominales imponibles como en el número de cotizantes efectivos. En 
términos del PIB, su recaudación se incrementará, llegando a 7,17%. 
 
 



SECTOR PÚBLICO NACIONAL 
Recaudación Tributaria Total 

En millones de pesos y en % del PIB 

Concepto Millones de pesos En % del PIB 
2016 2017 2016 2017 

Ganancias 424.509,2  543.132,1  5,38  5,57  
Bienes Personales 19.141,9  11.295,7  0,24  0,12  

IVA Neto de Reintegros 576.749,1  729.366,3  7,31  7,48  

Impuestos Internos 47.261,2  67.347,3  0,60  0,69  

Ganancia Mínima Presunta 3.128,4  2.567,9  0,04  0,03  

Derechos de Importación 57.566,3  80.510,3  0,73  0,83  

Derechos de Exportación 76.266,2  104.380,3  0,97  1,07  
Tasa de Estadística 1.101,5  1.520,9  0,01  0,02  

Combustibles Naftas 33.070,2  40.699,8  0,42  0,42  
Combustibles Gasoil 13.145,7  16.460,3  0,17  0,17  

Combustibles Otros 30.713,4  37.537,1  0,39  0,38  
Monotributo Impositivo 6.768,5  8.570,8  0,09  0,09  

Créditos y Débitos Bancarios y Otras Operatorias 132.002,4  164.933,2  1,67  1,69  
Otros Impuestos 12.810,3  25.050,6  0,16  0,26  

Subtotal Tributarios 1.434.234,3  1.833.372,6  18,18  18,80  
Aportes y Contribuciones a la Seguridad Social 563.499,6  698.814,3  7,14  7,17  

Total 1.997.733,9  2.532.186,9  25,33  25,97  
 
 
 

SECTOR PUBLICO NACIONAL
Recaudación Tributaria Total

1,9%
2,7%
3,7%
6,5%

7,4%

21,4%

27,6%

28,8%

Participación porcentual por impuesto

IVA Neto de Reintegros

Aportes y Contribuciones a la
Seguridad Social

Ganancias

Comercio Exterior

Créditos y Débitos Bancarios y Otras
Operatorias

Combustibles Líquidos y Gas Natural

Impuestos Internos

Otros

 
 



4. El gasto público 
 
Las prioridades del gasto público se orientan, entre otras, en relación con la política de seguridad social. 
Una de las primeras medidas tomadas por la actual gestión de gobierno fue la de otorgar un subsidio 
extraordinario a beneficiarios de jubilaciones y pensiones mínimas, y de asignaciones para protección social 
en el mes de diciembre de 2015, y otro en el mes de mayo de 2016, a fin de priorizar la atención de las 
familias que presentan mayor vulnerabilidad. 
 
Con la finalidad de garantizar un adecuado nivel de cobertura para cada nivel etario de la población, con 
especial énfasis en los niños, se han implementado diversas medidas extendiendo el alcance de las 
Asignaciones Familiares y de la Asignación Universal por Hijo para Protección Social (AUH). 
 
Una de estas medidas fue la de duplicar el ingreso familiar máximo para percibir asignaciones familiares. A 
través del Decreto Nº 492 de fecha 16 de marzo de 2016 se fija en $60.000 este tope, lo que permitió el 
ingreso al subsistema de alrededor de 1.200.000 niños. Posteriormente, mediante el Decreto Nº 592 de 
fecha 15 de abril de 2016, se ha establecido la continuidad en la percepción de asignaciones familiares para 
aquellos trabajadores temporarios y discontinuos, que perdían ese derecho en los meses de inactividad.  
 
También con el fin de universalizar la cobertura, el Decreto Nº 593 del 15 de abril de 2016 estableció, por 
una parte, el derecho a la percepción de asignaciones familiares a los trabajadores aportantes adheridos al 
Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes que revisten en las categorías con ingresos más 
bajos, se prevé incluir a alrededor de 500.000 niños. A partir de mayo los monotributistas pueden percibir 
Asignaciones por Hijo, por Embarazo, por Hijo con Discapacidad y Ayuda Escolar Anual. 
 
También, se aplicó por primera vez en marzo de 2016 el coeficiente de actualización de las prestaciones 
previsionales (Ley N° 26.417 de Movilidad de las Prestaciones del Régimen Previsional Público) a las 
asignaciones familiares. El incremento para el periodo marzo-agosto ascendió al 15,35% y en septiembre se 
actualizaron en un 14,16%. Esta variación se aplica tanto a los montos cuanto a los tramos de ingreso del 
grupo familiar, en el caso de las asignaciones familiares por hijo.  
 
En otro orden de la Seguridad Social, a través de la Resolución Nº 2 de fecha 19 de mayo de 2016 del 
Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo Vital y Móvil, se incrementaron los 
montos mínimo y máximo de la prestación por desempleo, a las sumas de $1.875 y $3.000, 
respectivamente. Vale destacar que estos importes no se modificaban desde el año 2006, y que eran de 
$250 la prestación mínima, y $400 la máxima. 
 
Con respecto a la problemática de la litigiosidad en temas previsionales, el Estado Nacional, por un lado, ha 
instruido a la Administración Nacional de la Seguridad Social para que no interponga recursos 
extraordinarios en aquellos supuestos en que el resultado fuera desfavorable de acuerdo a los precedentes 
jurisprudenciales existentes. Por otro, a través del Decreto Nº 807/2016, con el objeto de interrumpir la 
principal causa de la generación masiva de juicios, se han efectuado las correcciones necesarias para que 
las remuneraciones que se toman en cuenta para calcular las nuevas prestaciones, se actualicen en forma 
justa y razonable. Los nuevos índices se utilizan desde el mes de agosto. 
 
Adicionalmente el Estado ha comenzado este año un esfuerzo histórico de reparación, al comprometerse a 
terminar con la estafa de décadas que distintas administraciones venían haciendo con generaciones de 
jubilados. El Programa Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados saldará las deudas 
con los jubilados que tengan o no reclamos sobre la liquidación de sus haberes, y actualizará sus haberes 
jubilatorios. Se prevé la suscripción de Acuerdos Transaccionales, y se contempla que más de 2 millones de 
beneficiarios previsionales podrían adherir a este Programa. 
 
En la misma ley, dado el consenso que existe sobre la necesidad de instituir un derecho ciudadano de 
alcance universal, no sujeto a condicionamientos temporales, que garantice un piso de protección social 
para los adultos mayores, se crea la Pensión Universal para el Adulto Mayor destinada a personas de 65 
años de edad o más, que no puedan acceder o no cuenten con jubilación, pensión o retiro por carecer de 
los requisitos necesarios. El monto de dicha prestación se fija en un 80% del haber mínimo del Sistema 
Integrado Previsional Argentino (SIPA). 
 
Las prioridades del gasto público se orientan también en relación con la política de inversión pública. La 
sustentabilidad del proceso de crecimiento económico depende, entre otros factores, del desarrollo de 
inversiones significativas que propicien la ampliación de la capacidad de producción, de transporte, de 
acopio y de distribución para generar un incremento en la productividad de la economía. 
 
Precisamente, el bajo crecimiento económico alcanzado por la República Argentina en los últimos años se 



debió, en parte, a una tasa de inversión que promedió apenas 19% entre 2008 y 2014. A su vez, la baja 
tasa de inversión contribuyó a la caída de la productividad observada durante los últimos años y a la escasa 
generación de empleo privado formal. Así, entre 2008 y 2014, la productividad cayó un 10,3%, en un 
contexto de desincentivo a la innovación y a la incorporación de tecnología. En el mismo sentido, los altos 
costos logísticos, sumados a una oferta de energía deficiente y no sustentable, representaron una barrera 
adicional para un desempeño eficiente de las empresas. 
 
En ese contexto, el Gobierno Nacional ha colocado el foco en la promoción de la inversión como pilar del 
crecimiento económico. En particular, la inversión pública adquiere una relevancia central como medio para 
mejorar la infraestructura y reducir los costos logísticos, además de permitir el cumplimiento de funciones 
del Estado tales como la educación, la asistencia social y la seguridad. Estos objetivos favorecerán la 
transformación productiva para lograr una integración inteligente al mundo, la generación de empleo privado 
de calidad, la federalización de la producción y la disminución de las disparidades que caracterizan a la 
estructura productiva y social argentina. 
 
En el marco de la formulación del Presupuesto de la Administración Nacional, con el objetivo de priorizar el 
total de proyectos de inversión pública recibidos, se tomaron en cuenta tanto la capacidad de financiamiento 
como las pautas de definición de políticas públicas. Además, como criterios se consideraron los 
diagnósticos sectoriales, los impactos que esas inversiones producirán en la estructura productiva en las 
diferentes regiones del país, y sus efectos sobre actividades demandantes de bienes y servicios, creadoras 
de empleo y fuente de exportaciones, tanto en forma directa como a través de su efecto multiplicador sobre 
la actividad económica. 
 
Entre las principales propuestas seleccionadas, se destacan:  
 
- el Plan Nacional de Agua Potable y Saneamiento (PNAPyS), que se propone alcanzar para 2019 

niveles de cobertura de 100% en agua potable y de 75% en cloacas en las áreas urbanas del país;  
- el Plan Nacional de Transporte, cuyo objetivo principal es equilibrar la matriz de transporte de cargas 

(aumentando el transporte ferroviario y fluvio-marítimo), en aras de mejorar la logística regional e 
impulsar a las cadenas de valor del Interior;  

- las obras en materia de movilidad urbana como la Red de Expresos Regionales (RER);  
- la mejora de la infraestructura social, donde sobresale la propuesta de Obras de Jardines Maternales, 

ejecutada a través del Ministerio de Educación y Deportes, y la adquisición de notebooks escolares, con 
la inclusión de nuevos ingresantes al sistema; 

- los proyectos viales, que prevé una mayor asignación a nivel global y unitario (gasto por iniciativa), 
disminuyéndose la cantidad de obras a ejecutar en el ejercicio 2017 y concentrándose en proyectos de 
alto valor público;  

- las obras en materia de Ciencia y Técnica, donde se contempla la continuación de las inversiones 
destinadas al diseño, construcción, lanzamiento y operación de dos satélites de órbita polar, la 
ampliación del laboratorio de ensayos existente en el Centro Espacial Teófilo Tabanera, provincia de 
Córdoba, la construcción y equipamiento de una base con instalaciones conexas requeridas para poder 
realizar los lanzamientos de los satélites del Plan Espacial Nacional en territorio argentino, la 
adquisición de equipos para el desarrollo, construcción, lanzamiento y operación del satélite SARE-II A 
de observación de la Tierra y la construcción de un inyector satelital de cargas útiles livianas, a cargo de 
la Comisión Nacional de Actividades Espaciales;  

- las inversiones en la Construcción de los Centros Penitenciarios Federales: Condenas III – Agote - 
Mercedes, provincia de Buenos Aires; del Litoral – Coronda, provincia de Santa Fe; de Cuyo, provincia 
de Mendoza; de Córdoba; de Yuto, provincia de Jujuy; las obras de ampliación de la Unidad Residencial 
6 del Centro Penitenciario Federal II de Marcos Paz, de la Colonia Penal de Ezeiza, provincia de 
Buenos Aires y del Complejo Penitenciario Federal V, Marcos Paz, provincia de Buenos Aires;  

- los emprendimientos hidroeléctricos, entre los cuales resulta relevante el Aprovechamiento 
Multipropósito Chihuido I en la provincia de Neuquén. 

 
Con relación a la política de ocupación y salarios del Sector Público Nacional, los lineamientos que se 
instrumenten para el tratamiento de las convenciones sectoriales estarán orientados a obtener un esquema 
compatible con la sustentabilidad fiscal y, en el marco de dicho proceso de negociación, los criterios a 
aplicar para el diseño de los distintos regímenes laborales y escalafonarios estarán alineados con los 
principios generales del Plan de Modernización del Estado, a los efectos de contribuir con la mejora de la 
gestión pública en términos de calidad y eficiencia y optimizar el empleo público, mediante la implantación 
de tecnologías de gestión de recursos humanos que permitan concretar una reestructuración integral del 
capital humano del Estado Nacional, dirigida a una administración con medios eficientes para cumplir 
eficazmente sus objetivos. 



5. El Presupuesto de la Administración Nacional 
 
Los recursos corrientes y de capital están compuestos en un 99,8% por ingresos corrientes, los que se 
estima aumentarán un 22,4% respecto del año 2016. El resto de los recursos corresponde a los de capital, 
cuyo monto disminuye un 5,3% con respecto al ejercicio anterior. 
 

RECURSOS CORRIENTES Y DE CAPITAL 
En millones de pesos 

Concepto Presupuesto 
2016 % Presupuesto 

2017 % Var (%) 

Corrientes 1.535.555,6 99,7 1.879.131,1 99,8 22,4 
De Capital 3.892,4 0,3 3.687,4 0,2 -5,3 
TOTAL 1.539.448,0 100,0 1.882.818,5 100,0 22,4 

 
Los ingresos tributarios y los aportes y contribuciones a la seguridad social constituyen la mayor parte de los 
recursos corrientes; ambos representan el 87,2% del total. Siguen en orden de importancia las rentas de 
la propiedad y los recursos no tributarios que significan, respectivamente, un 10,3% y un 1,9% del total. El 
resto de los recursos corrientes corresponde a las ventas de bienes y servicios y transferencias corrientes. 
 
Los gastos corrientes y de capital previstos en el Proyecto de Presupuesto para el ejercicio 2017 
ascienden a $2.363.619,9 millones, registrándose un incremento del 22,1% respecto del ejercicio en curso. 
La composición de los gastos en ambos períodos es la siguiente: 
 

CONCEPTO 2016 2017 Variación
Millones de $ Millones de $ %

Gastos corrientes 1.772.788,1 2.148.575,6 21,2
- Gastos de consumo 281.857,0 355.743,1 26,2
- Intereses y otras rentas de la propiedad 186.480,8 246.629,3 32,3
- Prestaciones de la seguridad social 712.389,3 963.181,1 35,2
- Transferencias corrientes 592.000,1 582.945,2 -1,5
- Otros gastos corrientes 60,9 76,9 26,3

Gastos de capital 162.845,5 215.044,3 32,1
- Inversión real directa 47.195,9 65.474,6 38,7
- Transferencias de capital 97.636,1 133.805,1 37,0
- Inversión financiera 18.013,5 15.764,6 -12,5

TOTAL GASTOS CORRIENTES Y DE CAPITAL 1.935.633,6 2.363.619,9 22,1
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El gasto primario se prevé que ascienda a $2.117.006,1 un 21,0% más que en el presente ejercicio. Este 
concepto excluye de los gastos corrientes y de capital a aquellos correspondientes a Intereses de la Deuda, 
originados en el financiamiento de ejercicios anteriores, permitiendo así concentrar la atención en aquellos 
gastos propios del año que reflejan de manera más adecuada las decisiones de política fiscal.  
 
Los gastos corrientes representan el 90,9% del total de gastos de la Administración Nacional 
presupuestado para el año 2017 y se prevé que aumenten un 21,2% respecto del ejercicio en curso, 
fundamentalmente debido al incremento de las prestaciones de la seguridad social. 
 
Las remuneraciones representan un 11,2% del gasto total de la Administración Nacional y registran un 
aumento del 26,2%. El nivel total por este concepto proyectado para 2017 se destinará a cubrir los niveles 
salariales vigentes, incluyendo las variaciones vinculadas a la instrumentación del régimen escalafonario de 
carrera u otras coberturas en el marco del Sistema Nacional de Empleo Público (SINEP) y del resto de los 
regímenes laborales de la Administración Nacional, así como el efecto anualizado de los aumentos 
otorgados en 2016.  
 
El gasto en bienes y servicios constituye un 3,8% del gasto total de la Administración Nacional y exhibe un 
crecimiento del 26,3%, influido por la Prevención y Control de Enfermedades Inmunoprevenibles, la Lucha 
Contra el SIDA y Enfermedades de Transmisión Sexual y la Atención de la Madre y el Niño, a cargo del 
Ministerio de Salud; el Alistamiento Operacional de las Fuerzas Armadas en el Ministerio de Defesa; y el 
Impulso al Desarrollo del Sistema Democrático y Relaciones con la Comunidad en el Ministerio del Interior, 
Obras Públicas y Vivienda. 
 
El total de gastos por intereses y otras rentas de la propiedad alcanza a $246.629,3 millones, de los 
cuales casi la totalidad corresponde a intereses de la deuda pública ($246.613,8 millones), los que para el 
ejercicio 2016 exhiben un aumento del 32,3% respecto de 2016 y representan un 2,53% del PIB. 
 
Las prestaciones de la Seguridad Social abarcan el universo del gasto previsional en jubilaciones, 
pensiones y retiros, el cual se prevé que ascienda a $963.181,1 millones en el ejercicio 2017, registrándose 
un incremento de 35,2% respecto del corriente año, en razón del efecto anualizado que tendrán las medidas 
adoptadas y las previsiones para el próximo ejercicio, en particular por los incrementos de haberes 
previsionales derivados de la vigencia de la Ley N 26.417 de Movilidad de las Prestaciones del Régimen 
Previsional Público, el Programa Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados y la 
creación de la Pensión Universal para el Adulto Mayor (PUAM). 
 
El monto total previsto para 2017 de las transferencias que financian gastos corrientes de los sectores 
privado, público y externo asciende a $582.945,2 millones, monto que representa un 24,7% del total de 
gastos y se mantienen casi estables respecto del corriente año con apenas un 1,5% de caída.  
 
En el caso en las transferencias al Sector Privado, el incremento de las transferencias a las Unidades 
familiares, se explica principalmente por el aumento de las asignaciones familiares. 
 
Por su parte, las transferencias para financiar gastos corrientes del Sector Público aumentan 
principalmente por las transferencias a las Universidades Nacionales registradas en el programa de 
Desarrollo de la Educación Superior del Ministerio de Educación y Deportes, cuyo principal componente son 
los gastos salariales de las Universidades; por las transferencias destinadas a los Fondos Fiduciarios entre 
los cuales se destaca el correspondiente al Sistema de Infraestructura de Transporte a cargo del Ministerio 
del Transporte; y las transferencias a empresas públicas, en particular, las correspondientes a la órbita de 
los sectores transporte y minería y energía. 
 
Por último, las transferencias al Sector Externo corresponden mayormente a los gastos en concepto de 
cuotas que el país debe realizar en su calidad de miembro integrante de distintos organismos 
internacionales. 
 
Los gastos de capital de la Administración Nacional previstos para 2017 ascienden a $215.044,2 millones y 
registran un incremento del 32,1% respecto de 2016, explicado fundamentalmente por el aumento de las 
transferencias de capital (5,7% del total de gastos, con un crecimiento de 37,0%) y de la inversión real 
directa (2,8% del total de gastos, con un crecimiento de 38,7%). Por su parte, la inversión financiera exhibe 
un disminución del 12,5% en relación al ejercicio en curso. 
 
El comportamiento de la inversión real directa y de las transferencias de capital muestra la prioridad 
asignada por el Gobierno Nacional a la inversión pública, previéndose aumentos interanuales de $18.278,7 
y $36.168,9 millones, respectivamente.  



El monto previsto de inversión real directa se encuentra influido principalmente por los proyectos de 
inversión de la Dirección Nacional de Vialidad comprendidos en la función transporte. También resulta 
significativa la inversión real directa en el Ministerio de Educación y Deportes, influido principalmente por la 
Implementación del Plan Nacional de Educación Digital y el Fortalecimiento Edilicio de Jardines Infantiles; 
como así también es importante la inversión en el Ministerio de Transporte, explicado fundamentalmente por 
la Modernización de la Red de Transporte Ferroviario y la implementación de Políticas para Transporte Vial 
y el equipamiento para las Fuerzas de Defensa y Seguridad, las Fuerzas de Paz y los Servicios de 
Hidrografía.  

Las transferencias de capital son el componente más importante de los gastos de capital de la 
Administración Nacional, representando el 62,2% de ese total. Tienen como destino la financiación de la 
inversión principalmente de Gobiernos Provinciales y Municipales, que reciben un 61,8% del total transferido 
para gastos de capital aunque, agregando el total de instituciones provinciales y municipales, dicho 
guarismo alcanza el 67,9%, reflejando un alto grado de descentralización de la inversión pública financiada 
por el Estado Nacional. Asimismo, se destacan las transferencias de capital a las Empresas Públicas No 
Financieras, que concentran un 23,7% del total. Por último, un 5,2% de las transferencias de capital será 
percibido por el sector privado y destinado fundamentalmente a financiar inversiones en materia energética 
(principalmente redes eléctricas de alta tensión) y, en menor medida, para cooperativas de trabajo que 
realizan Acciones de Vivienda, Hábitat y Desarrollo Urbano.  

La inversión financiera representa el 7,3% de los gastos de capital, entre los que se destacan los 
destinados a los aportes de capital principalmente al Fondo Fiduciario Programa Crédito Argentino del 
Bicentenario para la Vivienda Única Familiar y, en menor medida, a la Corporación Andina de Fomento 
(CAF), al Banco Interamericano de Reconstrucción y Fomento (BIRF), el Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID), y el Fondo para la Convergencia Estructural del Mercosur (FOCEM).  

En el siguiente cuadro se muestra, de modo comparativo, el gasto primario de la Administración Nacional en 
términos del PIB; en el mismo se observa que para el año 2017 se prevé una disminución del orden de los 
0,47 puntos. 

GASTO PRIMARIO DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 
En porcentaje del PIB 

CONCEPTO 2016 2017
Gasto de la Administración Nacional 24,54 24,24 
- Intereses de la deuda pública 2,36 2,53 
Gasto Primario 22,18 21,71 

Los ingresos y gastos corrientes proyectados para el ejercicio 2017 arrojan un resultado económico 
deficitario o desahorro de $269.444,5 millones, el que resulta mayor en un 13,6% al déficit económico 
estimado para el actual ejercicio. Por otro lado, el resultado financiero de la Administración Nacional 
previsto para el ejercicio 2017 alcanza un resultado financiero negativo de $480.801,4 millones.  

RESULTADO FINANCIERO 
En millones de pesos 

CONCEPTO 2016 2017 
Total Administración Nacional 
1. Ahorro Corriente -237.232,5 -269.444,5 
2. Recursos de Capital 3.892,4 3.687,4 
Subtotal 1 + 2 -233.340,1 -265.757,1 
Gastos de Capital 162.845,5 215.044,3 
Resultado Financiero Total: -396.185,6 -480.801,4 

El resultado primario, resultado financiero sin contabilizar los intereses de la deuda, se estima será 
deficitario en $234.187,6 millones para el año 2017, lo que implica un incremento del déficit primario de 
11,7% respecto del año 2016, aunque arroja una mejora en términos del PIB de 0,26 puntos. No obstante, si 
de los recursos se deducen las rentas del Banco Central de la República Argentina y del Fondo de Garantía 
de Sustentabilidad Fiscal, el déficit primario mejora 0,56 puntos del PIB para la misma comparación 
interanual. 



RESULTADO PRIMARIO DE LA ADMINISTRACIÓN NACIONAL 
En porcentaje del PIB 

CONCEPTO 2016 2017 
Resultado Financiero -5,02 -4,93 
- Intereses de la deuda  2,36 2,53 
Resultado Primario -2,66 -2,40 
Rentas BCRA y FGS 2,14 1,83 
Resultado Primario (Sin BCRA y FGS) -4,80 -4,24 

 
Las fuentes financieras ascienden a $1.735.634,6 millones en el año 2017 incluyendo dos grandes 
conceptos: el endeudamiento público y la disminución inversión financiera. 
 
Las aplicaciones financieras ascienden a $1.254.833,2 millones en el año 2017. Dentro de ellas se 
encuentran la inversión financiera ($212.332,0 millones) y la amortización de la deuda, siendo ésta la más 
significativa en monto ($1.042.501,2 millones). 
 
Por otra parte, las previsiones de gastos de la Administración Nacional para el ejercicio 2017, comentada en 
este y anteriores apartados, pueden analizarse desde el enfoque funcional del gasto. El 64,0% del gasto 
total se prevé destinar a la finalidad Servicios Sociales y, dentro de esta finalidad, fundamentalmente a la 
función Seguridad Social que representa el 47,9% del gasto total. Dentro de esta finalidad, en orden de 
significación dentro del total del gasto se encuentran las funciones Educación y Cultura (6,8%) y Salud 
(3,7%).  
 
Con respecto a los Servicios Económicos (14,4% del total del gasto), las funciones más representativas en 
el total del gasto de la Administración Nacional son Energía, Combustibles y Minería (7,1%) y Transporte 
(5,4%).  En el siguiente gráfico se sintetiza la distribución del gasto por finalidades previsto para 2017. 
 

CONCEPTO 2016 2017 Variación
Millones de $ Millones de $ %

Administración gubernamental 115.976,7  137.690,5  18,7
Servicios de defensa y seguridad 104.283,9  126.309,3  21,1
Servicios sociales 1.171.303,6  1.512.642,1  29,1
Servicios económicos 356.997,6  339.345,9  -4,9
Deuda pública 187.071,8  247.632,1  32,4

TOTAL GASTOS CORRIENTES Y DE CAPITAL 1.935.633,6 2.363.619,9 22,1
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Desde Otra perspectiva, a continuación se grafican las previsiones presupuestarias para 2017 del gasto por 
jurisdicciones de la Administración Nacional. 
 
 

2016 2017
Millones de $ % Millones de $ %

Poder Legislativo Nacional 14.245,9 0,7 15.791,2 0,7 10,8
Poder Judicial de la Nación 23.504,0 1,2 23.805,6 1,0 1,3
Ministerio Público 7.472,7 0,4 7.724,4 0,3 3,4
Presidencia de la Nación 6.806,5 0,4 6.769,3 0,3 -0,5
Jefatura de Gabinete de Ministros 5.727,4 0,3 6.480,7 0,3 13,2
Ministerio de Modernización 1.730,5 0,1 2.055,0 0,1 18,8
Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda 37.729,5 1,9 57.493,8 2,4 52,4
Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto 7.144,4 0,4 8.274,1 0,4 15,8
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 15.207,0 0,8 18.621,3 0,8 22,5
Ministerio de Seguridad 82.688,3 4,3 97.472,6 4,1 17,9
Ministerio de Defensa 76.916,2 4,0 94.031,9 4,0 22,3
Ministerio de Hacienda y Finanzas Públicas 5.120,0 0,3 6.363,3 0,3 24,3
Ministerio de Producción 9.498,0 0,5 9.577,5 0,4 0,8
Ministerio de Agroindustria 16.319,7 0,8 16.784,4 0,7 2,8
Ministerio de Turismo 1.883,4 0,1 2.307,8 0,1 22,5
Ministerio de Transporte 76.642,6 4,0 96.479,0 4,1 25,9
Ministerio de Energía 187.165,3 9,7 153.625,6 6,5 -17,9
Ministerio de Comunicaciones 2.507,8 0,1 2.870,6 0,1 14,5
Ministerio de Educación y Deportes 102.916,1 5,3 130.950,6 5,5 27,2
Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva 12.109,6 0,6 13.956,6 0,6 15,3
Ministerio de Cultura 3.406,1 0,2 3.555,9 0,2 4,4
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social 770.675,3 39,8 1.015.356,6 43,0 31,7
Ministerio de Salud 44.121,6 2,3 46.267,7 2,0 4,9
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable 3.974,3 0,2 5.744,0 0,2 44,5
Ministerio de Desarrollo Social 103.260,0 5,3 131.178,7 5,5 27,0
Servicio de la Deuda Pública 186.907,7 9,7 247.328,0 10,5 32,3
Obligaciones a Cargo del Tesoro 129.953,7 6,7 142.753,7 6,0 9,8

TOTAL GASTOS CORRIENTES Y DE CAPITAL 1.935.633,6 100,0 2.363.619,9 100,0 22,1
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6.   El Presupuesto del Sector Público Nacional 
 
Los recursos totales estimados para el ejercicio 2017 ascienden a $2.068.871,2 millones. Dicho nivel 
representa el 21,2% del PIB y una ligera baja interanual equivalente a 0,2 puntos del mismo indicador. En 
tanto, los recursos totales primarios, esto es sin considerar la suma de $178.903,4 millones en concepto 
de rentas financieras originadas en las utilidades distribuidas por el BCRA y las producidas por el Fondo de 
Garantía de Sustentabilidad del ANSeS, alcanzarían a $1.889.967,8 millones, monto que representa el 
19,4% del PIB y una suba interanual de 0,1 punto del producto. 
 

RECURSOS DEL SECTOR PÚBLICO NACIONAL 2016-2017 
En millones de pesos y % del PIB 

Año Recursos Tributarios Recursos sin Rentas 
del BCRA y FGS Recursos Totales 

 Importe % Importe % Importe % 
2016  1.438.929,1 18,2 1.518.349,8 19,3 1.687.366.6 21,4 
2017  1.802.941,8 18,5 1.889.967,8 19,4 2.068.871,2 21,2 

 
Los gastos totales consolidados del Sector Público Nacional alcanzan a $2.550.931,3 millones (26,2% del 
PIB), en tanto que al descontar el gasto por intereses de la deuda pública, el gasto primario representa el 
23,5% del PIB. Ambos constituyen niveles inferiores a los estimados para 2016 (- 0,2 y – 0,5 puntos del PIB, 
respectivamente).  
 
Dada la concentración del gasto por intereses en la Administración Nacional, resulta apropiada la 
ponderación sectorial del gasto medida antes de las transferencias figurativas en términos primarios, 
resultando así: Administración Nacional 85,6%, Entes ajenos a la misma 7,6%, Fondos Fiduciarios 3,5%, y 
Empresas Públicas no Financieras 3,3%. 
 

GASTO DEL SECTOR PÚBLICO NACIONAL 2016-2017 
En millones de pesos y % del PIB 

Año Gasto Primario Gasto Total 
 Importe % Importe % 

2016   1.891.597,8 24,0 2.084.838,6 26,4 
2017   2.295.001,0 23,5 2.550.931,3 26,2 

 
Dentro de los gastos corrientes del Sector Público Nacional sobresalen en primer término las 
prestaciones de la seguridad social con una ponderación del 37,8% respecto al gasto total. Cabe notar 
que, en términos nominales, la variación interanual por estas prestaciones explica el 62,2% de la variación 
correspondiente al gasto primario del Sector Público Nacional. En orden de importancia, le siguen las 
transferencias corrientes con el 24,8% de los gastos totales, destacándose, en su composición, las 
dirigidas al sector privado, a las universidades nacionales, y a los gobiernos provinciales por parte de la 
Administración Nacional, como las previstas realizar desde el INSSJyP en concepto de asistencias médicas 
y sociales a sus afiliados, y desde el Fondo Fiduciario del Sistema de Infraestructura de Transporte por las 
compensaciones al transporte automotor de pasajeros y al transporte ferroviario. 
  
Respecto a los gastos de capital, por su parte, cabe notar la recuperación que acredita la inversión real 
propia del Sector Público Nacional e inducida a través de las transferencias de esta naturaleza a otros 
niveles de gobierno y al sector privado. En conjunto dichos gastos representan 2,3% del PIB, implicando ello 
una aplicación adicional de recursos superior a los $58.000 millones. 
 
El Presupuesto del Sector Público Nacional proyecta para el ejercicio fiscal 2017 un resultado financiero 
negativo de $482.060,1 millones (-4,9% del PIB). El resultado primario sin rentas financieras, calculado a 
partir de una medición mesurada de los recursos bajo las consideraciones realizadas sobre las rentas 
financieras, como así también descontando las asignaciones por intereses de la deuda, alcanzaría a - 
$405.033,2 millones (- 4,2% del PIB). 
 

RESULTADOS DEL SECTOR PÚBLICO NACIONAL 2016-2017 
En millones de pesos y % del PIB 

Año Resultado Primario 
sin Rentas del BCRA y FGS 

Resultado Financiero 

 Importe % Importe % 
2016 - 373.248,0 - 4,7 - 397.472,0 - 5,0 
2017 - 405.033,2 - 4,2 - 482.060,1 - 4,9 
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